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JUECES, ABOGADOS, PROCURADORES, 
ANTE LA LEY CIVIL DE DIVORCIO 
CARMELO DE DIEGO-LORA 
A. LA SENTENCIA DE DIVORCIO Y LA MORAL CATÓLICA 
1~ . Ilegitimidad de la Ley ,civil de divorcio 
El c. 1118 del Codex iuris canonici de 1917 declaraba expresamente 
que el matrimonio rato y consumado no puede ser por ninguna po-
testad humana disuelto, ni por ninguna causa fuera de la mu~rte. En 
análogos términos ahora se expresa el c: 1141 del Código de Juan 
Pablo 11. Se entiende comunmente que esta norma canónica ha posi-
tivado un principio de derecho divino explicitado en el Evangelio. Por 
consiguiente, 1aindisolubilidad es característica esencial de todo matri-
monio válido ante Dios, y no sólo del canónico (aunque sólo éste sea 
el único válido para los católicos, lo reconozca ono así el Estado). 
El precepto «no separe el hombre lo que Dios ha unido» (Mt 19,6) 
es «ley que no pueden anular ni los decretos de los hombres, ni las 
convenciones de los pueblos, ni la voluntad del legislador», enseñó 
Pío XI en su Encíclica Casti Connubio Son claras las palabras de Jesu-
cristo: «Cualquiera que repudia a su mujer y se casa con otra, adulte-
ra; yel que se casa con la repudiada del marido, adultera» (Luc 16,18). 
Claridad de expresiones, que mueve a añadir seguidamente al Pontífice: 
«y estas palabras de Cristo se refieren a cualquier matrimonio, aun al 
solamente natural y legítimo, pues es propiedad de todo verdadero ma-
trimonio la indisolubilidad, en virtud de la cual la disolución del víncu-
lo queda sustraída al beneplácito de las partes y a toda potestad se-
cular» l. 
1. Pío XI, Encíclica Casti Connubi, 30.xU.1930, Colección de Encíclicas y 
Documentos Pontificios, 1, Madrid 1967, p. 1629, n. 33. 
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El Estado, al ingerirse en esa relación jurídica del matrimonio, 
sometida además, cuando se trata de matrimonio canónico, a la ju-
risdicción eclesiástica por tratarse de la ordenación jurídica de un 
sacramento y sus efectos, se excede en sus atribuciones; y reserva para 
sí facultades que corresponden en principio a la Iglesia. Se entiende 
que una ley que concede a los cónyuges el derecho a disolver el víncu-
lo y volverse de nuevo a casar con otras personas es ley inicua por-
que el vínculo es indisoluble, porque usurpa facultades que sólo com-
pl:!ten al Papa en virtud de su potestad vicaria; también porque del 
divorcio provienen consecuencias funestas de grave perjuicio en espe-
cial para los hijos, para la familia y para la sociedad 2. 
En rigor, obra un mal directo a la sociedad misma, que constituida 
en su bondad esencial por la familia estable nacida del matrimonio 
indisoluble, verá en adelante relativizada, claudicante siempre, la base 
sustentadora de su natural existencia. Como en su tiempo hizo notar 
Pío XI, junto con el intento de disolver la sociedad doméstica, el divor-
cio siembra «los gérmenes de las más dolorosas ruinas en la vida 
social» 3. 
2. La posición del Juez que ha de aplicar la ley inicua 
Ante aquella ley, cuyo contenido sea esencialmente injusta, cabe 
decir que al súbdito le corresponde una actitud de resistencia, de opo-
sición práctica a su observancia. 
Ahora bien, el Juez no es un ciudadano que tiene en su mano la 
opción de servirse de la ley o de rechazarla. El Juez es un órgano del 
Estado cuya función consiste, en múltiples supuestos, en aplicar la 
Ley. Si no la aplicara, cuando le es debida tal aplicación, traicionaría 
su cometido. 
2. La ley injusta, enseña A. PEINADOR NAVARRO -Tratado de moral profesional, 
Madrid 1962, p. 264-, «lesiona sólo derechos particulares y positivos, pero no 
contiene materia intrínsecamente mala»; señala como ejemplo de ley inicua, 
en cambio, la que sanciona el divorcio total o quoad vinculum». Abundando en 
la misma idea, J. SALMANS -Deontología Jurídica, Bilbao 1947, pp. 93 y 94- nos 
ilustra: «En resumen, la ley de divorcio civil es censurable porque lleva, de 
una parte, a la supresión de la garantía que el Estado debe a las uniones vá-
lidas e indisolubles ante Dios, y, por otra, a la protección civil de uniones adúl-
teras. Es mala porque tiende a regir los asuntos matrimoniales de los cristia-
nos. Es, finalmente, funesta para el bien común, a causa de efectos desastrosos». 
El subrayado es del original. 
3. Pío XI, Carta Dilectissima no bis, 3.VI.1933, AAS 25 (1933), pp. 275 y ss. 
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Por otra parte, no es el Juez el destinatario de la Ley de divorcio, 
sino los súbditos del Estado que quieren servirse de ella. De sus pre-
ceptos suelen surgir, para esos súbditos del Estado, atribuciones de 
derechos subjetivos; de manera que los ciudadanos, al acudir al juez 
en pretensión de que se les aplique a su caso la Ley de divorcio, ejer-
citan una acción procesal por la que pretenden el reconocimiento de 
un derecho subjetivo según el ordenamiento del Estado, que el Juez 
está obligado a obedecer. El Juez queda sometido, pues, elil la aplica-
ción de esta ley de divorcio, a dos requerimientos o exigencias legales 
que condicionan por completo su actitud y el contenido mismo de su 
decisión: precepto legal y pretensión de parte formulada en debida 
forma. 
La conducta del juez, sometido éste a esas dos fuerzas de tensión 
que le obligan a pronunciarse conforme al dictado de la ley civil, 
cuenta con un. acto primero que, de suyo, es bueno y conforma sus 
deberes deontológicos fundamentales: obedecer la ley, aplicándola al 
caso concreto. Cierto que ni el Juez ha sido el creador de esa ley inicua 
-causa primera del acto judicial- ni es tampoco quien promueve su 
propio acto, sino que es la parte interesada quien demanda y pone en 
ejercicio un derecho subjetivo que le otorga el ordenamiento. Esta de-
manda es la causa motiva del acto judicial. La sentencia de divorcio 
es, en todo caso, el instrumento cooperador material directo e inme~ 
diato por el que la ley inicua adquiere concreción, al ser aplicada a 
un caso concreto. Cuando la hipótesis de hecho que la parte deman-
dante propone al Juez queda perfectamente descrita y subsumida en 
la ley general, el Juez, en cumplimiento estricto de su oficio, no tiene 
otra posible opción que dictar -casi como un instrumento necesario 
y material- la sentencia de divorcio. Si el acto primero, aplicar la ley, 
es bueno, no lo es, en cambio, sino injusto, el acto segundo, el que 
resulta de la aplicación de esa ley, la cual contiene un mandato inicuo. 
Indudablemente nos estamos moviendo en un ambiente y con unos cri-
terios de argumentación iuspositivista que enmarca desgraciadamente 
la actuación del juez en nuestra sociedad actual. 
Un juez que sea católico, de este modo, por un simple cambio le-
gislativo y la concesión por el legislador de derechos injustos a los 
ciudadanos, puede verse, contra su voluntad, cooperando al mal del 
divorcio cuando para ello es solicitado por la parte, e incluso se verá 
forzado a dañar al cónyuge que se resiste o se opone a la concesión 
del divorcio, si los dos no van de acuerdo. Aparte de otros daños indi-
rectos que para hijos y otros familiares puedan producirse como con-
secuencia de la sentencia. 
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3. La cooperación al mal 
El Juez, al ser causa instrumental del divorcio que concede, coope-
ra al mal que causa el actor al solicitar la aplicación de la ley injusta. 
Esta cooperación no es formal si partimos de la idea de que el 
Juez no quiere ni desea colaborar en el pecado ajeno, sino que coopera 
en razón obligada a su sometimiento a la Ley positiva del Estado y 
a la petición de parte interesada en ejercitar el derecho que esa ley lé 
otorga. Se trata, en estos casos, de una cooperación material, en cuan-
to no quiere ni presta su asentimiento al pecado del prójimo. 
Cierto que el juez no es un elemento ciego de la aplicación de la 
ley, de manera que ignore su injusticia. Pero hay ciertas leyes, defini-
doras muy precisas de los supuestos de hecho y de sus efectos jurí-
dicos, quepueden dejar un muy estrecho mar.gen interpretativo al juez. 
Indudablemente, si existiera un margen de inaplicación de la ~ey, el 
juez, para no resultar cooperador formal del acto ilícito debe ~cudir 
a la interpretación más estricta de la ley y del ámbito de su efi~acia, 
,e incluso subjetivamente ~si es homQrejusto":"'" se sentirá motivado 
a esta interpretación excluyente de la aplicación de la Leyi:q.icua en 
cuanto advierta circunstancias que favorezcan tal tipo. de inte:r;preta-
ción. Pero se hade tener en cuenta a su vez -que, en muchas oc'asiorlles, 
~l juez se encontrará desarmado para rehuir la aplicación de ' Ía ley 
al caso concreto que se le plantee. , ' ,', 
4. Los requisitos de la cooperación material: su análisis 
La cooperación material puede llegar a ser lícita, en doctrina mo-
ral, cuando: a) es el único medio para obtener un determinado bien 
o evitar un grave daño; b) si la acción de quien coopera es de suyo 
buena o al menos indiferente; c) que la intención del cooperante ' no 
sea desear el mal del agente con quien coopera y sin que busque nin-
guna otra finalidad ilícita; d) que exista justa causa, es decir propor-
ción entre el bien que con la cooperación se desea conseguir (o el mal 
que con ella se trata de evitar), y el mal que, por el contrario, se pro-
duce con la cooperación; d) que el efecto ' bueno que se desea con-
seguir con la cooperación no sea efecto de la acción mala a la que se 
presta esa cooperación 4. 
En definitiva, se trata de aplicar a los casos de cooperación mate-
4. Cfr. M. PRÜMMER, Manuale Theologiae Moralis, I, Barcelona 1955, n. 619. 
JUECES, ABOGADOS, PROCURADORES, ANTE LA LEY DE DIVORCIO 757 
rial al mal, para que se pueda juzgar acerca de su licitud, los princi-
pios del voluntario indirecto o de la acción de doble efecto. Mas estos 
requisitos exigen de un análisis detenido, en esta delicada hipótesis de 
aplicación de ley civil de divorcio, a un matrimonio válido e indiso-
luble, por un juez católico que no consiente en dicha ley ni desea en 
su interna voluntad aplicarla. 
a) El Juez ha de ser siempre consciente de que «es preciso obede-
cer a Dios antes que a los hombres» (Act. 5,29; cfr. Act. 4,19-20). Sólo 
cuando se está ante el único medio de evitar un daño más grave, o con-
seguir un bien necesario de mayor importancia, puede cooperarse ma-
terialmente. La Sagrada Penitenciaría, en Respuestas de 23.IV.1822, 
8.V1.1842 y 5.IV.1916 5, ha interpretado existir motivo de posible lici-
tud cuando observar la caridad, por la que se estima alguien obligado 
a evitar un pecado ajeno, lleva consigo «grave incommodo»; es decir, 
que aunque la caridad obliga a no ayudar -es más, a impedir en la 
medida de lo posible- al pecado ajeno, sin embargo, pueden existir 
circunstancias particulares en las que sea lícito prestar una cooperación 
material al pecado ajeno, para obtener un bien necesario o evitar un 
grave daño. El juez, sometido a un determinado ordenamiento jurídi-
co, el único medio que tiene para seguir siendo juez, si este ordena-
miento es divorcista, será observandó la ley positiva, es decir, apli-
cando la ley de divorcio. Causa suficiente que justifique su aplicación 
es que, de negarse a prestar su cooperación, tendría que abandonar la 
carrera judicial, dejándola sólo en manos de jueces no católicos, con 
los gravísimo s males sociales que pudieran derivarse en consecuencia 
de generalizarse tal actitud. 
Si la ley de divorcio tuviera una cláusula de conciencia a favor de 
los jueces, no se plantearía este problema, como tampoco si se atri-
buyera su aplicación a tribunales especiales a los que se accediera sólo 
por solicitud del juez interesado en obtener en ellos plaza. Pero si 
a todo juez puede alcanzar en hipótesis la aplicación de dicha ley, el 
juez se encontrará sometido instrumentalmente a la presión de una 
doble injusticia, la de la ley y la de la parte interesada que le pone 
"en situación, con su demanda, de aplicarla. Si conviene, desde un pun-
to de vista social, que el Juez que posee recta y verdadera conciencia 
siga ejerciendo en la sociedad su función pública, éste ha de observar 
toda la ley del Estado, y al cooperar en su aplicación, no puede decirse 
que peque en su corazón (vid. Mt. 15, 18-19), puesto que el propio 
5. H. DENZINGER-A. SCHi:lNMETzER, Enchiridium Symbolotum, Barcelona 1967, 
nn. 2715, 2758 Y 3634. 
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juez será, en esa sociedad, a la vez que instrumento de injusticia, víc-
tima de ella. 
Causa proporcionada pueden ser los graves perjuicios que perso-
nal y familiarmente padecerá el juez si, por no querer observar la 
aplicación de la ley de divorcio, optara por renunciar a su carrera 
y retirarse de su función pública. Las dificultades para acometer un 
nuevo trabajo, para encontrar un nuevo puesto adecuado a su peculiar 
formación profesional, la acomodación a imprevistas situaciones de la 
vida, son circunstancias que aconsejan proseguir el trabajo comen-
zado aunque de éste resulte una injusticia de la que la causa instru-
mental, en consecuencia, no puede sentirse responsable. 
Pero mayores serían aún los males sociales que se producirían de la 
abstención de los católicos de la vida pública, si decidieran no coope-
rar materialmente en la aplicación de una ley porque de ella se ori-
ginara un mal determinado de índole personal y social, aunque no de 
un modo inmediato, sino mediato, por la ejecución de los efectos que 
derivan de la sentencia a solictud de parte interesada. Significaría sa-
crifcar todas las posibilidades de bien social, que se derivan del ejer-
cicio de la función de justicia por personas de recta y bien formada 
conciencia, a un aspecto, importante desde luego, pero que no deja de 
ser parcial en esa realidad social. 
Además hay una razón de conveniencia. La repugnancia que supone 
para el hombre justo aplicar la ley injusta, le conducirá -sin necesi-
dad de acudir a prejuicios nacidos del cálculo o de la resistencia a 
obedecerla- a una interpretación restringida, a una mitigada aplica-
ción. De todas las maneras, aun aceptando un criterio rigorista de obe-
diencia a la ley, y dentro del deber de lealtad que tiene en virtud de 
su función pública, racionalmente cabe concluir que su aplicación de 
la ley quedará estrictamente circunscrita a las hipótesis que el texto 
legal le ofrezca con claridad. Así quedará reducida la esfera de influen-
cia de la ley injusta a sus límites más estrictos, evitándose los peligros 
de una interpretación extensiva procedente de aquellos sectores que 
opinan no ser injusta una ley de divorcio. 
Desde esos puntos de vista se advierte ser aconsejable pasar por 
la cooperación material al mal-de un mal que, por otra parte, con su 
abstención, no se podrá evitar- en razón a los mayores males que 
se producirían de no cooperar e incluso los bienes de diversa natura-
leza que puedan ser aportados al conjunto social. Esos bienes, de los 
que la sociedad quedaría privada si jueces de recta conciencia se ale-
jaran de su función, así como de la extensión del mal que se evita, 
parecen ser causas suficientemente graves que justifiquen la coopera-
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ción material al mal en estos casos; en esto coincide la opinión común 
de la doctrina moral católica 6. 
b) El acto de quien copera ha de ser de suyo bueno o al menos 
indiferente. 
El acto primero del juez -ya se dijo- es la aplicación de la ley. 
Esteacto es, de por sí, bueno. Ahora bien, la ley contiene un precepto 
inicuo, declarar disuelto un matrimonio por naturaleza indisoluble. 
Ciertamente los jueces civiles no pueden disolver el matrimonio, y 
la sentencia de divorcio, si recae sobre un matrimonio canónico o sobre 
un matrimonio que pueda con razón llamarse natural, no puede disol-
vdo. De aquí que se entienda recomendable que por el juez civil se 
haga un pronunciamiento expreso de que la declaración judicial que 
formula no afecta al vínculo matrimonial canónico, ni afecta en el 
matrimonio natural al vínculo originario que inicialmente se contraje-
ra, pues sólo se trata de la aplicación del efecto resolutorio derivado 
de un precepto legal que lo impone si algún interesado lo invoca judi-
cialmente. De este modo se evita el engaño en que los cónyuges pudie-
ran incurrir de confundir legalidad con moralidad. Los cónyuges sa-
brán, entonces, que la sentencia de divorcio tiene solamente efectos 
civiles, patrimoniales y morales. 
F. Roberti-F. Palazzini entienden que, en esos casos, el juez «no 
sentencia sobre la licitud o ilicitud del divorcio sino que declara sim-
plemente que la Ley civil permite en determinadas circunstancias la 
anulación del matrimonio con la destrucción del vínculo puramente 
civil» 7. No es muy afortunada la utilización del término «anulación» 
por estos autores, pero no así su doctrina, que puede estimarse acer-
tada al poner en evidencia que los cónyuges quedan advertidos, en es-
tas ocasiones, simplemente de que el matrimonio que se dice disuelto 
en la sentencia no es el matrimonio indisoluble, que permanece a pesar 
de la sentencia de divorcio, sino que ésta lo que produce es la elimi-
nación de sus efectos civiles en el ordenamiento del Estado. 
En esa doctrina coinciden Aguirre y Zalba cuando sostienen que 
«son bastantes los autores a cuyo juicio puede pronunciarse senten-
cia de divorcio donde las leyes lo permitan, si lo hacen por causas muy 
graves, y siempre que conste y conozcan los litigantes que para nada 
6. Cfr. S. ALFONSO MARÍA DE LIGORIO, Theologia Moralis, Libro III, n. 59; más 
recientemente recogen esta doctrina A. M.a AGUIRRE-M. ZALBA, Compendio de 
Teología Moral, Bilbao 1954, p. 383; A. PEINADOR NAVARRO, ob. Y ed. ctds., p. 267. 
7. F. ROBERTI-F. PALAZZINI, Diccionario de Teología moral, Barcelona 1960, 
voz Juez, p. 680. 
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se toca el vínculo matrimonial, sino que sólo se declaran las disposi-
ciones y efectos civiles» 8. 
Poned en evidencia que la sentencia excluye de su decisión todo 
juicio sobre el vínculo contraído, enseña a los cónyuges acerca del sólo 
alcance que en sede legal civil tiene la sentencia de divorcio. El acto 
primero del juez no deja de ser un acto en principio bueno, de aplica-
ción de la ley y cumplimiento del deber profesional. Pero al tratarse 
de una ley injusta, que desprotege un matrimonio legítimo, el juez 
coopera materialmente de modo próximo a un mal. Ahora bien, . si al 
aplicar la ley, señala los límites en que ésta se hace operativa -"'-lo cual 
podría hacerse utilizando una sencilla fórmula de exclusión, p.ej., «sin 
entrar a decidir sobre la naturaleza y coherente eficacia del vínculo 
que contrajeron los cónyuges en su día»-, el acto de la aplicación 
de la ley inicua se reduce por el juez a un pronunciamiento, en la sen-
tencia, de puro reconocimiento de que el supuesto de hecho probado 
coincide con la causa de divorcio prevista por la ley civil; derivativa~ 
mente se producirán los efectos que en ámbito civil se concluyen de 
tal declaración. Con esto, entendernos que la acción del que coopera 
se agota en el acto mismo de declaración formal con la que se hace 
la aplicación de la ley a la concreta situación de hecho. 
Cierto que, corno consecuencia de la sentencia de divorcio, loscón"-
yuges que válidamente contrajeron matrimonio quedan libres civilmen-
te para contraer un nuevo matrimonio civil. Mas esto es un evento que, 
si deriva potencialmente de la sentencia de divorcio, de quien realmen-
te depende es de la voluntad del cónyuge. La decisión de éste no será 
provocada necesariamente por el acto judicial, puesto que la sentencia 
se reduce a crear una situación favorable que permite contraer, sin in, 
convenientes legales, un nuevo matrimonio civil al cónyuge divorciado, 
no sujeto ya al efecto civil del vínculo anterior contraído, pero no exis-
te una relación necesaria de causa a efecto entre sentencia de divorcio 
y posterior matrimonio civil. En medio de ambos actos jurídicos se 
halla la voluntad del hombre, por completo ajena a la del juez y su 
sentencia, un acto de libre decisión no dependiente en su elección del 
acto judicial, si bien éste haya provocado una situación jurí~ica favo-
rable a tal elección moralmente reprobable. Mas no puede cargarse a 
la conciencia del juez, ni siquiera se puede imputar a su sentencia, 
10 que es un acto libre del contrayente. 
No parece, pues, ajustado calificar, al juez que dicta la sentencia 
de divorcio, de cooperador material próximo al mal del posterior ma-
trimonio, por muy erróneo que sea el juicio que el que obtuvo el di-
8. A. M.a AGUIRRE· M. ZALBA, ob., ed. y p. ctds. 
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vorcio tenga del alcance de éste. Sí podrá hablarse, en cambio, de coo-
peración material remota al mal del nuevo matrimonio, puesto que la 
relación entre sentencia de divorcio y nuevo matrimonio civil pasa 
necesariamente por la libre decisión del sujeto contrayente, en cuyo 
acto de elección no participa la sentencia de divorcio sino como con-
dicionante jurídico civil de la posibilidad de elegir un mal, que, al igual 
que fue querido, pudo libremente ser rechazado. De modo próximo, 
sin embargo, la sentencia de divorcio causa la privación de protección 
jurídica al matrimonio válido, al dejarlo carente de efectos civiles. 
c) Sobre la intención del cooperante, conviene recordar que se ha 
partido en esta exposición de su personal disconformidad con los cri-
terios legales y con la petición de parte solicitante del divorcio. Esto 
es un prius del que ha de partir toda consideración al respecto. 
d) Sobre la existencia de justa causa, ha quedado suficientemente 
explicada con anterioridad en el apartado a), evitándose graves daños 
individuales y sociales, caso de que el juez de recta conciencia siga 
sometido a la ley, y encargado, por tanto, del cuidado y observancia 
del ordenamiento jurídico del Estado, entendido éste en su totalidad. 
e) El efecto bueno que se obtiene de la cooperación al mal no es 
efecto de la acción mala con la que se coopera materialmente, sino del 
cumplimiento de deberes profesionales del juez, con toda la amplitud 
que estos deberes tienen, de mucho mayor alcance que aquello concre-
to a que se refiere al acto malo con el que se coopera. Este sólo es un 
aspecto parcial del contenido de las funciones judiciales. El efecto 
bueno que se obtiene deriva no ya de la aplicación de una ley de~ 
terminada, sino del cuidado y observancia del conjunto del ordena-
miento jurídico. 
En consecuencia, no debe ser inquietado el juez que aplica, a ins-
tancia de parte, una ley que reconoce un derecho subjetivo al divor-
cio, si su acción se limita a la aplicación de la ley por la sentencia y 
advierte, en su texto, o de cualquier otra forma, el alcance de la deci-
sión, de la cual se excluye todo juicio de fondo sobre el vínculo con-
traído. Esto puede expresarse con simplicidad, como una cláusula de 
estilo, con la prudencia debida para salvar el respeto al ordenamiento 
legal constituido, sin matizar otras discrepancias. 
5. El discurso de S. S. Pío XII a los juristas católicos italianos 
La anterior doctrina es concorde con las enseñanzas contenidas en 
el discurso de Pío XII de 6.xI.1949 9• 
9. Pío XII, Discurso, 6.xI.1949; AAS, 41 (1949), pp. 597 Y ss. 
762 CARMELO DE DIEGO-LORA 
a) En primer lugar, en este Discurso se sienta el principio de que 
el Juez no puede pura y simplemente apartar de sí la responsabilidad 
de su decisión para hacerla recaer toda sobre la ley y sus autores. Y de 
aquí que el juez, que aplica la ley injusta en su sentencia, es con-
causa y, por tanto, corresponsable de sus efectos. 
A su vez el Pontífice aclara que, sin embargo, no toda aplicación 
de una ley injusta equivale a su reconocimiento o aprobación. En este 
caso -aclara- el juez puede, y a veces acaso debe, dejar seguir su 
curso a la ley injusta, siempre que sea el único medio de impedir un 
mal mucho mayor. 
Esa doctrina pontifica se recoge en el n. 4 del presente trabajo en 
donde se analizan los supuestos de cooperación material, poniendo en 
comparación el mal con el que se coopera, el bien que se consigue y 
los males generales que se evitan, con tal cooperación, a la misma so-
ciedad. 
Por otra parte, no cabe negar que, en las sentencias de divorcio, 
el juez, como cooperador aunque material, es en efecto concausa del 
acto malo. Pero, tal como se decide el divorcio, a instancia de parte 
interesada, que obliga al juez a pronunciarse conforme a la ley posi-
tiva, el juez es sólo cooperador material, si bien inmediato del divor-
cio que declara. 
b) En segundo lugar, el Pontífice en su discurso declaró que el 
Juez no puede nunca con su decisión obligar a nadie a un acto intrín-
secamente inmoral, contrario por su naturaleza a las leyes de Dios y 
de la Iglesia. 
Mas, en el caso de la sentencia de divorcio, sólo se hace una declara-
ción jurídica de naturaleza constitutiva, por el que los contrayentes 
quedan privados de la eficacia civil de su matrimonio. No hay una im-
posición de hacer, o una condena que obligue directamente a una con-
ducta inmoral. Si uno o los dos cónyuges fueron los interesados en 
'Obtener el divorcio, ellos son los que originaron con su conducta o 
sus conductas particulares el mal que han provocado. 
Si, por el contrario, uno de los cónyuges se opuso al divorcio y su-
friera las consecuencias del mismo contra su voluntad, no surge para 
él una obligación de acometer acto inmoral alguno, sino que en el 
peor de los casos él padecerá la situación injusta que deriva de la 
sentencia, fruto de la conducta que procedió de la iniciativa del otro 
cónyuge para la aplicación de la ley de divorcio, pero no queda obli-
gado sin embargo a realizar acto injusto alguno; sólo resultará que 
sufrirá la injusticia del otro cónyuge sin violencia alguna para su pro-
pia conducta, y sin que se le fuerce a realizar acto alguno que pudiera 
ir contra la Ley de Dios y de la Iglesia. La parte perjudicada por la 
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sentencia podrá seguir proclamando, ante los hombres y ante su 
propia conciencia, que la sentencia de divorcio no afecta en modo 
alguno al legítimo matrimonio que en su día contrajo. 
c) y en tercer lugar, el juez, como señalaba también el Pontífice 
Romano, no puede reconocer ni aprobar expresamente la ley injusta. 
y por esto evitará pronunciar una sentencia que equivalga a tal apro-
bación. 
Conviene recordar que el Juez que se limita a aplicar la ley de 
divorcio no puede decirse que reconozca por ello, ni apruebe, la ley 
injusta. Es más, será conveniente que a través de sus propios medios 
de comunicarse con la sociedad, aunque sea como autor privado en co-
laboraciones científicas o profesionales, emita sobre la ley opiniones 
críticas de carácter general, al no estar prohibidos al juez estos tra-
bajos de investigación jurídica, cosa perfectamente compatible a su 
vez con una observancia rigurosa de la ley. Así evitará en lo posible 
el escándalo y la extrañeza ajena, haciendo notar, de este modo, la 
diferencia que puede existir entre opiniones y posturas personales 
ante la ley y obediencia misma de la ley en la tarea específica del 
ejercicio de la función judicial. 
De la sentencia de divorcio no deriva directamente ninguna pena, 
además, para los contrayentes, pues la ley que se aplica no tiene ca-
rácter penal, no opera por vía de sanción punitiva, es decir infIin-
giendo de modo directo un mal. La parte perjudicada por la senten-
cia, y que se opuso al divorcio, sufrirá en todo caso el efecto de la 
injusticia que deriva del pronunciamiento de la sentencia. Sufrimiento 
que no procede directamente de las obligaciones que se impongan en 
la sentencia, puesto que ésta, en su contenido, se reduce a una decla-
ración de disolución en sede civil del matrimonio contraído, sino de 
los efectos indirectos qúe tal declaración le producirá en relación con 
sus creencias y su estado de vida. Estos efectos son promovidos por 
la iniciativa del otro cónyuge, también a efectos de ejecución. 
d) S. S. Pío XII hizo también notar, en ese discurso de 1949, cómo 
en tiempos de persecución, con frecuencia sacerdotes y seglares se 
dejaron condenar a multas y privaciones de libertad, sin oponer resis-
tencia, incluso por magistrados católicos, por infracción de leyes in-
justas, cuando de este modo era posible conservar para el pueblo una 
magistratura honesta y apartar de la Iglesia y de los fieles muchas 
más temibles calamidades. 
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B. Los ABOGADOS Y PROCURADORES EN PRETENSIÓN DE SENTENCIA 
DE DIVORCIO CIVIL 
1. La independencia. y libertad en la aceptación de los asuntos 
No es lo mismo, estando sujeto por la ley imperativa del Estado, 
dictar sentencia de divorcio civil pleno, que ser quien promueva que 
esa sentencia sea dictada, quien presenta y suscribe la demanda, quien 
representa a la persona del reclamante, quien presta su razón yarma-
mento jurídico a la pretensión. 
Uno de los grandes aspectos éticos que se suele destacar en la 
profesión jurídica, encargada de defender los intereses de partes, es 
el de la libertad, la independencia para aceptar o rechazar los asuntos 
que los clientes suelen presentar: Angel Ossorio hacía notar la altura 
ética de su profesión de abogado cuando afirmaba que, junto al dere~ 
chodel cliente a ser defendido, existía «el del profesional a ser res-
petado» l0. Este autor se propuso ofrecer un a modo de decálogo de 
su profesión, cuyo precepto 1 contenía el siguiente mandato: «No pase~ 
por encima de un estado de tu conciencia»; y en el 11 indicaba: «No 
finjas una convicción que no tengas»; y añadía en el VII: «Pon la mb-
ral por encima de las leyes» 11. 
Desde su actitud de estudioso del Derecho procesal, Couture pudo. 
contemplar la grandeza y la miseria que pueden acompañar el ejer-
cicio de la profesión liberal jurídica, y señalaba dónde residía la «ca-
lidad auténtica del abogado». En su opinión, ésta no se adquiere ni 
en la Facultad, ni en el día en el que el abogado se da de alta en el 
Colegio profesional, sino cuando a un cliente le llega a decir, con dig-
nidad y amistad, «que la causa es indefendible». Hasta ese día,pre":" 
cisa Couture, sólo se ha sido «un aprendiz» 12. 
A veces, en la esfera de la deontología jurídica podemos encontrar 
algún autor, como Feldman, hondamente preocupado por los peligros 
de corrupción ética que amenazan al abogado. Por eso indica cual ha 
de ser «el primer paso» que debe dar el abogado para iniciar su ca-
mino y le permita recuperar el dominio del propio ser: «La observa-
ción incansable e incesante de nosotros mismos, de las cosas que es-
tamos haciendo, de lo que nos está sucediendo, del modo como reac-
10. A. OSSORIO, El alma de la toga, Madrid 1920, p. 75. 
11. Ibidem, p. 24. 
12. E. J. COUTURE, Los mandamientos del Abogado, Bu<::nos Aires 1976, pp. 
37 Y 38. 
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cionamos, de lo que decimos, recibimos, hablamos, de los sentimientos 
que nos poseen, de los influjos a los que obedecemos». Propugna, 
en consecuencia, un constante autoexamen, para adquirir en cada mo-
mento conciencia de la propia falacia y del valor de la propia acción, 
de manera que el abogado tenga presente, en cada instante, «qué está 
haciendo, por qué lo está haciendo, qué estructuras interiores se están 
moviendo en él, qué fuerzas espúreas alimentan sus obras y sus sen-
timientos» 13. A través de esta constante reflexión sobre sí mismo, al 
estilo -podemos decir- de una vía ascética de autopurificación de 
intenciones, propugna que «el camino que podrá permitimos ganar 
la libertad debe ser recorrido paralelamente al de la vida; es parejo 
al que se desarrolla en el mundo todos los días; sólo que consiste en 
una lucha que debe ser librada por adentro y para arriba» 14. El abo-
gado y el procurador no pueden enajenar su libertad profesional ni 
por el éxito sin más, ni por el dinero, ni siquiera por prestar un favor 
al' clienteenperjui~io de)a justicia. ' " , " . 
El juez se halla en el proceso sometido a la pretensión dé parte, 
lo ',clialleimpoÍle 'úna 'conducta 4e suinisióna la norma jurídica ale-
gada;'cúando éstáesaplicable. Ericambio, eFabogado, al igual que 
el 'procllrador, no se encuentran , sieinpre en ese ámbito de necesaria 
pleitesía 'legal, ya que ellossoll :los queprdIDueven,cori 'suíniciatÍva, 
apóyando al interesado desde su peculiar función -de asesoramiento 
o de representación respectivamente-:-, la actividad judicial, la inv'oca-
don dé la ley aplicable, el sometimiento del 'supuesto concreto de 
hecho al poder judicial. 
La situación jurídica de unos y otros, respecto a la ley dispositiva, 
es pues radicalmente distinta: el juez qúedaa ella sometida en cuanto 
le es alegada; el abogado o el procurador conservan siempre su liber-
tad frente a este tipo de norma legal, ya que de su voluntad depende 
el someterse a sus dictados o, por el contrario, desenvolver su vida 
profesional evitando someterse a los mandatos que esa norma con-
tiene. 
El abogado se halla ante una opción libre: en uso de su libertad 
profesional aceptará aquellos asuntos que su cliente le lleve cuando 
estima que se le confían intereses privados que merecen ser en justicia 
protegidos; por el contrario, los rechazará cuando estime que no son 
dignos esos intereses, por injustos, de proporcionar al cliente la va· 
liosa colaboración de su oficio ante los tribunales: esta es una norma' 
13. J. FELDMAN, Del hacer al ser del Abogado, Buenos Aires 1972, pp. 72 Y 
73. 
14. Ibidem, p. 93. Los subrayados son del Autor. 
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elemental de orden básico, de deontología de la profesióh de abogado, 
y por esto se designan, esta profesión junto a otras, con el calificativo 
de liberales. De mantener tal independencia, tal libertad de elección, 
dependerá en gran medida que el abogado pueda o no mantener la 
debida conducta ética que el ejercicio de su profesión exige. 
2. La cooperación formal al mal del divorcio 
La independencia, la libertad de elección por sí sola no basta, claro 
es, para garantizar la eticidad del ejercicio profesional, pero le evita 
condicionamientos que esclavicen al hombre a realizar aquello mismo 
que no desea. Estas profesiones liberales de asistencia y representación 
jurídicas tienen, en el origen mismo de su ejercicio, ese ambiente claro, 
purificante, que permite al profesional obrar rectamente en busca de 
aquello mismo que, por estimar que · es justo, es bueno. 
Estas profesiones liberales, no sólo favorecen que los que la ejercen 
obren libremente el bien que pretenden conseguir para su cliente, sino 
que, además, son de tal naturaleza que quienes despliegan su actividad 
profesional, en servicio de otro, se identifican subjetivamente, en bus-
ca del bien justo, con el interés mismo que su cliente tiene en conse-
guirlo. La cuestión que se pretende sea judicialmente resuelta a favor 
del cliente será aceptada porque se estima por el profesional del dere-
cho que es buena, por su adecuación a una ley justa, o porque, aunque 
no existiera ley positiva para el caso concreto, estima que en el con-
junto del ordenamiento jurídico, o en la entraña de las relaciones so-
ciales, late un conjunto de principios de justicia que permite que lo 
justamente pretendido prospere. 
Se presenta, pues, en la relación entre profesional y cliente como 
una sintonía que se manifiesta en conductas de apoyo para que pros-
pere la pretensión de parte a la que asiste o representa; si la parte pre-
tende un bien justo, su abogado y su procurador cooperan formalmen-
te a que sea conseguido y se obtenga por el cliente ese bien justo pre-
tendido. Y se puede decir que hay cooperación formal precisamente 
por ese a modo de sintonía, a veces hasta identificación, entre interés 
de la propia parte e interés del profesional del derecho: una estrecha 
colaboración por conseguir un resultado querido por ambos, de igual 
modo deseado, si bien cada uno lo persiga con criterios e impulsos 
peculiares de la respectiva esfera personal en que se mueven: la del 
interés propio por un lado, y la característica del interés profesional, 
por otro, en servicio del cliente. 
Ahora bien, cuando lo que se trata de conseguir es un resultado 
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dañoso, injusto, en perjuicio de otro, si el procurador o el abogado 
se aprestan a conseguirlo para su cliente, de igual modo se dará esa 
cooperación formal entre cliente y profesional del Derecho. En estos 
casos, la sintonía, la participación en el pecado ajeno, no deja de ser 
también pecado propio, aunque el mal que se pretenda no se quiera 
para sí; pero no cabe duda de que, si se trata de un mal, tampoco 
puede ser pretendido en beneficio de nuestro prójimo, colaborando 
con éste libremente en producirle a otro un daño que el abogado no 
desearía causarse a sí mismo. Y esto sucede aunque este cliente, por 
error, creyera que es bueno el mal objetivo que pretende conseguir: 
basta que el procurador y el abogado conozcan la razón de mal que 
lleva consigo el resultado pretendido, para que en conciencia deban 
abstenerse el uno y el otro de la colaboración pedida. 
Esa cooperación formal, dirigida a conseguir un mal ajeno, puede 
proceder, para el abogado y el procurador, de que su cliente desee 
servirse de una ley justa para conseguir un fin injusto en el caso 
particular. Mas también puede consistir simplemente en que su cliente 
quiera someter su caso a la observancia de una ley injusta o de una 
ley de las que -como las de divorci~ se califican de inicua. El 
objeto así conseguido ha de ser calificado de malo 15. Los actos de la 
voluntad se diferencian esencialmente, en el campo moral, por la 
razón de bien y de mal que hay en ellos, al igual que ocurre con lo 
verdadero y lo falso en el acto de la razón 18. 
Se . dice que hay cooperación formal «cuando una persona quiere 
el pecado ajeno, como tal» 17. Difícilmente puede decirse, de un abogado 
o de un procurador, que se hacen cargo de la defensa y representación 
respectivamente de la parte, cuando ésta pretende el divorcio civil ple-
no, que ellos no quieren este mal resultado tal como es. Esa sintonía, 
e incluso identificación de interés por el resultado mismo que la parte 
pretende, se inserta en la médula misma de la profesión jurídica en 
cuanto es aceptada una determinada causa por el profesional. Si no 
15. Enseña A. PEINADOR NAVARRO -ob. Y ed. citds., p. 264- que mientras la 
ley injusta «lesiona sólo derechos particulares y positivos, pero no contiene ma-
teria intrínsecamente mala», en cambio son leyes inicuas aquellas cuyo objeto 
fuera «algo intrínsecamente malo». 
16. Nam bonum et malum per se ad voluntatem pertinent; sunt verum et 
falsum ad rationem, cuius actus per se distinguitur differentia veri et falsi, 
prout dicimus opiniones esse veram et falsam ( ... ) Et ideo bonum et malum in 
actibus voluntatis proprie attenditur secundum obiecta (Santo Tomás, S. Th. 
1-2, q. 19, a. 1). 
17. J. MAUSBACH-G. ERMRCKE, Teología moral católica, 1, Pamplona, 1971, 
p. 511. 
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fuera así, se entraría en contradicción con las exigencias deontológicas 
de estos oficios jurídicos, al carecer el profesipnal de sinceridad, de 
coherencia en su trabajo; significaría tanto como no estimar el valor 
trascendente de su oficio, al reducirlo a una pura técnica carente de 
sentido, vaciando al acto humano de todo contenido ético. 
A veces, para excusar a los abogados que se hacen cargo de una 
pretensión de divorcio civil, se suele acudir a un ejemplo del que llega 
a sostenerse que guarda analogía con el que aquí se contempla: se 
trata de la defensa del delincuente, aun a sabiendas de su culpabilidad, 
por muy grave o dañoso que haya sido el delito que se le imputa. 
Pero nada hay más alejado de tal hipótesis que la cooperación al di-
vorcio ajeno, pues en éste el abogado pretende conseguir un resultado 
dañoso no sólo para el otro cónyuge, sino para su cliente, al originarle 
un mal objetivo -el del divorcio-, y toda sus actividades -como las 
deL Procurador- van dirigidas a obtener mi resultado que es nocivo 
para amhosparticularesafectados, .sus familiares si los tienen, y re-
dunda en daño paraJa, entera sociedad. 
EncambiQ, el abogado que defiende a un delincuente pretende del 
juez; en un contexto siempre rectamente ético, es decir,sirviéndose de 
medios justos, que le ·conceda algo que estima bueno para elimpu-
tado:. el bien' decuna justicia perfectamente alcanzada, evitando rigores 
cruentos por un exceso de celo legal: o una justicia proporcionada 
según las circunstancias personales del culpable, anioldada a la reali-
dad total- subjetiva delinculpado ¡yen el caso. más favorable para éste, 
que la justicia legal que el juez administre se proporckme moderada 
por la equidad, o incluso favorecida por la misericordia, ya que atri-
bución de quien administra la justica de la ley no es sólo aplicarla 
estrictamente sino con prudencia. El juez, si el caso lo merece, puede 
y debe incluso aminorar sus efectos e incluso benévolamente perdo-
nar, recurriendo incluso a solicitar el indulto, si esta medida no pone 
en peligro o daña la justicia de la sociedad. 
Nunca la defensa del imputado en proceso penal busca la injusticia, 
sino el bien de la justicia, o el mayor bien, por excesivo, consistente 
en la misericordia. Por el contrario, quien pretende una sentencia de 
divorcio vincular sólo aspira a disolver, siendo sólo hombre, lo que 
antes Dios, a pesar de la voluntad humana contraria, permanecerá, 
siendo, de todos modos, una sola carne 18. 
Con razón, Salmans muestra rigor al juzgar del problema aquí 
planteado: «la demanda de los esposos es pecaminosa, sobre todo si 
planean otro matrimonio civil, o si no quieren someter su caso al jui-
18. Quod ergo Deus coniunxit homo non separet (Me. 10, 9). 
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cio de la autoridad eclesiástica». Ha de advertirse que este Autor es-
cribe en un contexto legislativo positivo en el que no suele haber pro-
cedimiento de separación de cónyuges, sino sólo divorcio. De todas 
maneras, añade que «el Abogado deberá rehusar absolutamente seme-
jante causa mala», por lo que concluye calificando tal cooperación de 
«demasiado directa, demasiado positiva, demasiado considerable» 19. 
Intentamos, sin embargo, agotar el problema: cabría advertir, desde 
la experiencia de la praxis forense, que al abogado o el procurador no 
siempre que intervienen en la defensa o representación de un cliente 
participan igual que éste de la intención con que el propio interesado 
persigue el resultado que se busca: puede darse alguna excepción. No 
siempre puede decirse que la intención del profesional del derecho y 
la intención del cliente sean tan solidarias que se identifiquen. For-
malmente no deja de haber dos planos distintos, producidos en niveles 
diversos, los del interés personal y los del interés que va unido al 
servicio que deriva del ejercicio legítimo de una profesión. Puede el 
abogado defender un derecho legítimo de parte, y defenderlo con toda 
la sinceridad y el esfuerzo que una profesión bien ejercida comporta, 
y, SIn embargo, disentir de algún modo el profesional de la actitud 
de su cliente, con la que no comulga pero respeta porque éste no deja 
de estar en su derecho. 
De todas formas, en hipótesis como la indicada, puede darse una 
cierta divergencia de intenciones subjetivas entre profesional y cliente, 
aunque no dejará de haber, en cuanto el abogado acepta la defensa 
de ese interés de parte, una identificación de intenciones, al menos 
tendentes a conseguir el resultado que se pretende judicialmente. Pue-
de que el cliente tenga el deseo de obtener un resultado que no es 
injusto objetivamente, pero que, en la situación en que se producen 
los hechos, resulta que lo es. El abogado, cabe que estime que de la 
situación concreta derivará un resultado que, aunque conforme en 
abstracto con la justicia, en concreto puede resultar injusto: si adquie-
re esta conciencia de injusticia del resultado, por muy alejada que su 
intención esté de la de su cliente, no dejará sin embargo de perseguir 
intencionalmente el mismo resultado injusto que su cliente desea, 
aunque acompañe al abogado en su conducta la reserva mental acerca 
de la moralidad del resultado que va a obtenerse con la colaboración 
que ofrece a su cliente. Una actitud de este tipo podría verla aprobada 
en su conciencia sirviéndose de la valoración de un efecto indirecto 
no deseado por el profesional. 
En teología moral esta posible divergencia de intenciones, que pue-
19. J . SALMANS, ob. y ed. ctds., p. 245. 
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de darse hipotéticamente en la cooperación con un acto que produzca 
un resultado malo o pecaminoso, se ha tenido en cuenta para observar-
la y someterla a juicio moral cuando tal cooperación no arranque de 
la necesidad, o cuando esté gravemente fundada aunque interiormente 
resistida, caso en que podría estarse ante la cooperación material ex-
cusante. Se ha llegado incluso a tener en cuenta, para tal hipótesis, el 
criterio siguiente: junto a la cooperación formal explícita, constituida 
por la intención de contribuir al pecado ajeno, querido como tal, e:~ 
permitido reconocer también la posibilidad de que exista una coope-
ración formal implícita. Esto ocurre cuando el que coopera al mal aje-
no, «aunque internamente no lo quiera», sin embargo, «a pesar de 
faltar semejante intención, la cooperación contribuye necesariamente 
al pecado ajeno por su misma naturaleza o por las circunstancias». En 
tal caso, esta actitud de divergencia interna no excusa, como hacen 
notar Mansbach-Ermecke, habida cuenta de que no basta «el hecho 
de que su intención se dirija a la participación material y rechace el 
pecado formal», puesto que «cuando un acto es intrínsecamente malo 
no se debe realizar en ningún caso y la intención subjetiva no puede 
suprimir su malicia objetiva» 20. Por esto, concluyen: «Toda coopera-
ción formal en el pecado ajeno, tanto la explícita como la implícita, es 
siempre pecaminosa» 21. 
El interés del cliente y el del abogado pueden coincidir, de hecho, 
en la tendencia a conseguir el resultado de que la ley inicua se aplique 
por el Juez en el caso concreto. Ambos, con su mutua colaboración 
-y lo mismo debe decirse del procurador que sustituye en la actividad 
procesal a la propia parte, representándola-, participan objetivamente 
en la prosecución de un mismo resultado, el cual es pecaminoso. El 
profesional del derecho traiciona así esa «coherencia aístiana en la 
vida pública», exigible para todo profesional católico, quien debe tener 
acerca de la ley un criterio rectamente formado, consistente en que 
«la ley debe ser no una mera constatación de aquello que sucede sino 
un modelo y un estímulo para aquello que debe realizarse» 22. 
Enseñaba Pablo VI cómo el abogado «ha consagrado su existencia 
a asistir a los que no pueden por sí solos; como el maestro ayuda al 
alumno y le abre los caminos del saber, cómo el médico asiste al 
enfermo y le cura de sus enfermedades corporales, el abogado asiste 
al cliente que, tiene necesidad de ser guiado, aconsejado, defendido, 
20. J. MAUSBACH - G. ERMECKE, ob., t. Y ed. ctds., p. 512. 
21. Ibidem, p. 513. 
22. JUAN PABW 11, Alocución, 7.XII.1979; L'üsservatore Romano, S.xIl.79. 
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en el laberinto de las relaciones humanas» 23. Por ello no basta -con-
tra lo que algunos piensan- con que el abogado advierta al cliente 
de que es pecaminoso lo que pretende, que va contra la ley natural; 
pero que si, a pesar de la advertencia, el cliente insiste, el abogado 
queda libre de responsabilidad moral aunque lleve adelante el encargo 
injusto, nocivo, que el cliente le confía. No basta, pues, la adverten-
Cia del mal que se intenta, sino que el profesional del derecho debe 
abstenerse de colaborar en la obtención de ese mal pretendido. 
Continuando con la enseñanza . de Paulo VI, hay que añadir, en 
cuando al abogado -y lo mismo debe decirse del procurador-, que 
«todo su arte, toda su ciencia, en definitiva, está al servicio de la 
justicia». Es el abogado, en efecto, «el hombre que defiende y -en 
cuanto le es posible- hace triunfar la justicia». Esa justicia que no 
es solamente aquella «escrita por los hombres en el texto de las le-
yes. Esta le sirve de punto de partida, ciertamente, pero es para per-
mitirle elevarse a la justicia escrita por Dios en el corazón del homO: 
bre» 24. 
Por consiguiente, la conclusión no puede ser otra que la que sienta 
Peinador Navarro: «Si el cónyuge no puede lícitamente solicitar del 
Tribunal civil el divorcio, a ningún abogado le es permitido asumir su 
defensa, ni siquiera cuando le conste con certeza que los cónyuges, una 
vez divorciado, no habrían de abusar pretendiendo un nuevo matrimo-
nio; pues no se trata de evitar la cooperación a posibles males futuros 
de los contendientes, sino la misma cooperación a la aplicación de 
una ley que ya en sí misma es mala, por cuanto usurpa atribuciones 
que no competen a la autoridad civil y proclama derechos ficticios que 
van contra la ley natural y la institución divina del matrimonio» 25. 
3. Hipótesis de excepción 
Conviene aclarar, para evitar todo mal entendido, que cuando se 
utiliza aquí el término excepción, no quiere decirse con ello que excep~ 
cionalmente quepa la cooperación formal a una sentencia de divorcio 
pleno porque excepcionalmente también una sentencia de divorcio pue-
da resultar ser, en algún caso, un bien para las personas o para la so-
ciedad. Nada más lejos del pensamiento que aquí se sostiene que una 
23. PAULO VI, Discurso al Consejo de la Unión Internacional de Abogados, 
14.V.65; AAS, 57 (1965), pp. 520 Y ss. 
24. Ibidem. 
25. A. PEINADOR NAVARRO, ob. Y ed. ctds., p. 269. 
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idea como la que se acaba de exponer: Una sentencia de divorcio civil 
pleno, para un matrimonio válidamente contraído, es siempre una de-
cisión judicial cuyo contenido es malo por ir contra la ley natural. 
Tal sentencia sustrae al matrimonio la nota incuestionable de su indi-
solubilidad e intenta alejar, en el caso, de los bautizados, de la juris-
dicción que la Iglesia ha reivindicado siempre para sí, intérprete y 
ejecutora de un mandato divino. Se favorece así la jurisdicción del 
Estado, que pretende absolutizar su poder jurídico sobre unos súbdi-
tos suyos en materia a la que no alcanza su propia competencia .. 
Sí cabe, por el contrario, la excepcionalidad de la permisión moral 
de un mal en un caso concreto en razón a proporcionar un bien de 
mayor entidad comparativamente, si a la vez existe una causa propor-
cionadamente grave. No es que, en esta hipótesis, el mal se convierta 
en bien, pues el mal sigue siendo mal, sino que el mal de la legalidad 
se permite según un recto juicio moral, porque salva la realización de 
un bien mayor que, de otro modo, no se lograría. Esta cooperación 
material no podrá justificarse porque se tuviera que renunciar a ga-
nancias, por importante que éstas fueren; tampoco ante el peligro de 
perder clientela, que pudiera incrementarse además en el futuro. Los 
bienes que se han de salvar deben ser relevantes para la persona mis-
ma, para la sociedad, para el digno desenvolvimiento de la profesión. 
a) Puede justificarse la cooperación material al divorcio de otro, 
como en el caso del juez -que ya se expuso-, para el abogado o el 
procurador, cuando se trate de hipótesis en las que estos profesionales 
pierden su libertad de elección de asuntos porque el Estado o las pro-
pias normas de colegiación les ordenan rigurosamente someterse a un 
turno de reparto obligatorio. En estas situaciones, vinculadas forzosa-
mente a la ley, el abogado y el procurador, si pudieran, deben subs-
traerse de esa pretendida obligación; mas, «si al cabo -señala Peinador 
Navarro-, le resultara moralmente imposible, no podrá hacer otra 
cosa, sin pecar, que la de limitarse a exponer ante el tribunal los moti-
vos legales en que se apoya la petición de divorcio, procurando hacer 
constar que se opone ella a los principios católicos». Entonces, esta 
actividad del profesional, añade, «se reduce a la materialidad de reco-
nocer, sin proferir juicio o apreciación ninguna, la conformidad de 
los motivos que se alega con los que la ley establece» 26. 
En supuestos como el que se acaba de indicar, en rigor no cabe, 
ni para el abogado ni para el procurador, calificar, su actuación en 
ejercicio de pretensión judicial, como de cooperación formal al mal 
26. Ibidem. 
JUECES, ABOGADOS, PROCURADORES, ANTE LA LEY DE DIVORCIO 773 
del divorcio. En condiciones de sumisión a una ley civil, que se impone 
como ius cogens, se pierde la libertad de elección tan característica 
de las profesiones jurídicas, y en este aspecto dejan de ser sus condi-
ciones de trabajo los que corresponden a una profesión liberal, para 
convertir tal actividad, análogamente a la del juez, en una mera coope-
ración material al mal de otro, de ese cliente que le viene legalmente 
impuesto. Su actuación, pues, en estos casos, puede justificarse confor-
me los criterios aplicables a la cooperación material inmediata. 
b) Otra hipótesis de licitud moral de cooperar a la demanda de di-
vorcio es cuando con ella lo que se pretende es conseguir efectos civiles 
para las sentencias de nulidad canónica y para la dispensa pontificia 
de matrimonio rato y no consumado. También pueden contemplarse 
hipótesis análogas en la aplicación que la Iglesia legítimamente hace 
de los llamados privilegios paulino y petrino. 
En tales hipótesis se parte de algo previo que ha de legitimar toda 
conducta que intente, con causa justa, acudir a la jurisdicción civil, 
cual es que el sujeto demandante no ha sustraido a la Iglesia, con su 
pretensión, de una jurisdicción que le es propia, de un poder que sólo 
a ella compete. Al contrario, se parte del sometimiento a la ley ecle-
siástica, de la sumisión a la potestad jurisdiccional de la Iglesia. Lo 
único que se pretende, en fuero civil, es obtener efectos civiles de aque-
lla decisión que dentro de la jurisdicción propia de la Iglesia ya se 
pronunció. La licitud de la demanda, en tales casos -al carecer de 
efectos civiles, en una legislación determinada, las decisiones eclesiás-
ticas-, es indudable; la cooperación formal del abogado en obtener 
esa aparente sentencia civil de divorcio es tan legítima como la actitud 
de la parte dirigida a conseguirla. 
Cabe preguntarse si en tales hipótesis la sentencia de divorcio a 
la que se aspira es un bien, puesto que no se puede conseguir en fue-
ro civil de otro modo el efecto que se persigue. Antes se dijo que una 
sentencia civil de divorcio pleno es siempre un mal. Lo que en estas 
hipótesis sucede es que la sentencia de divorcio a la que se aspira 
no es tal: es sólo una ficción jurídica 21, es una aparente decisión civil 
de divorcio carente de verdadero contenido. El procedimiento, en sí 
mismo, no deja de ser un instrumento jurídico para obtener un deter-
minado resultado. Como instrumento, independizado de su finalidad, 
27. La teoría de la ficción jurídica tiene una gran tradición canónica y res-
ponde a necesidades de justicia que no cabe soslayar en muchas situaciones 
merecedoras de un reconocimiento legal. A veces puede proceder de la iniciativa 
de los sujetos interesados. Cfr. R. LLANO, Naturaleza jurídica de la fictio 
iuris, Pamplona 1963. 
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no deja de ser un medio indiferente moralmente considerado. Se con-
vertirá en bueno o malo según se pretenda con él un resultado justo 
o injusto. Acudir al procedimiento judicial para obtener una sentencia 
de divorcio vincular hace malo el procedimiento mismo porque malo 
es el hecho de pretender ese resultado consistente en una sentencia de 
divorcio. Pero este mal deja de serlo cuando es sólo aparente, al care-
cer de contenido por la decidida y sincera voluntad de los interesa-
dos, ya que éstos buscan, en vía judicial, que se dicte una resolución 
civil que les permita alcanzar los efectos civiles legítimos derivados 
de un pronunciamiento de la Iglesia, conforme con la ley divina y 
eclesiástica, que, de otro modo, no podrían obtener su legítima eje-
cución. 
Cuando el solicitante acude a la demanda de divorcio con la inten-
ción de obtener otros efectos, aquellos secundarios y accesorios suyos 
coincidentes con los efectos meramente civiles de una nulidad debi-
damente declarada, la sentencia que se pretende formalmente es de 
divorcio, pero desde el punto de vista de su contenido, de la materia 
jurídica que se intenta conseguir, no puede decirse que sea precisa-
mente el divorcio lo que se pretende; en cambio, lo que se consigue 
es un efecto jurídico distinto, para el que el pronunciamiento de di-
vorcio, entendido como ficción jurídica, ofrece solución suficiente 
para la parte interesada, autorizándole a obtener ese otro efecto se-
cundario, de contenido jurídico-material, que le interesa y le corres-
ponde legítimamente. 
La sentencia de divorcio, entonces, queda desnaturalizada en su pro-
pia funcionalidad para convertirse inter-partes en un fenómeno jurí-
dico distinto que permite un comportamiento que se ha de calificar 
como legítimo desde el punto de vista moral: obtener los efectos civi-
les de una resolución legítima eclesiástica anteriormente dictada. 
No cabe olvidar que el proceso de divorcio es un proceso entre 
partes y sólo a ellas afecta su contenido, el cual puede quedar condi-
cionado por la voluntad de los propios interesados. Tal comporta-
miento jurídico, en búsqueda de declaraciones judiciales ficticias, per-
mite resolver legítimamente otros problemas secundarios encubiertos 
y protegidos por la ficción. Sólo tiene, sin embargo, un peligro, el cual 
puede derivar de la apariencia jurídica declarada por el tribunal civil, 
aunque para las partes no deje de ser una ficción instrumental para 
satisfacer sus legítimos intereses: este peligro es el escándalo para ter-
ceros. 
Este tipo de pretensión concreta, por consiguiente, siendo lícita 
moralmente, requerirá de declaraciones accesorias, hechas por el mis-
mo reclamante y por su abogado, manifestativas de la razón subyacente 
en la petición, de manera que se evite el efecto indirecto de incurrir 
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en daño para las almas derivados de un posible escándalo, que en algún 
caso, atendiendo a las personas y a la difusión de la noticia, puede 
revestir gravedad 28. 
c) También se desea conseguir una ficción jurídica con la senten-
cia de divorcio civil cuando en un determinado ordenamiento civil no 
se reconocen los efectos de la separación judicial canónica y en aquel 
ordenamiento se carece a su vez de un régimen de simple separación 
de cónyuges. 
En estas hipótesis es doctrina común de la teología moral califi-
car de lícito el hecho de acudir a pretender la sentencia de divorcio 
vincular para obtener los efectos civiles de la separación legítima, que 
de otro modo no podría conseguirse. En tales supuestos, se suele 
entender que son de aplicación las reglas del voluntario indirecto. 
En realidad, en estos casos se crea -a nuestro juicio-, con la 
sentencia de divorcio, aunque pretendida sólo como ficción jurídica 
para conseguir un efecto secundario, el de obtener sólo los efectos 
civiles, una situación de riesgo no carente de peligros, dada la debili-
dad humana y el enigma con que el futuro queda siempre envuelto 
ante posibles eventos no previstos. Por ésto, la petición, aunque legí-
tima por la intención con que los cónyuges acuden a la pretensión 
de divorcio -para ellos pura ficción jurídica-, requiere que se rodee 
de las mayores cautelas para evitar en lo posible el indirecto dañoso 
de un hipotético matrimonio civil futuro, el cual no puede descartarse 
si alguno de los cónyuges, separados legítimamente y ficticiamente 
divorciados, más tarde se lo propusiere. Debe tenerse en cuenta siem-
pre, en estos casos, la proporción que debe darse entre la necesidad e 
importancia de lo que se desea conseguir y los males gravísimo s que 
se derivarán del divorcio civil, respecto a los cónyuges y respecto a 
la sociedad, herida por el escándalo que se produzca. 
Por esto, si se trata de matrimonio entre bautizados se ha de 
cuidar por el abogado y procurador: 1) que los cónyuges se sometan 
previamente a la jurisdicción eclesiástica, y en ésta hayan obtenido 
la sentencia o el decreto administrativo de separación legítima canó-
nica; 2) que pretendan el divorcio civil con la intención única, y 
en lo que resulte estrictamente necesario, de obtener los efectos ci-
viles a los que tienen derecho por la separación legítima obtenida en 
sede jurisdiccional eclesiástica; 3) que expresamente manifiesten al 
abogado y procurador la intención con que pretenden alcanzar la sen-
28. En el mismo sentido, vid. R. GóMEZ PÉREZ, Deontología jurídica, Pamplona 
1982, pp. 122·124. 
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tencia de divorcio; 4) que no tengan otro medio para conseguir esos 
efectos civiles legítimos, que se les deben, si no es por la sentencia 
de divorcio; 5) que medie causa proporcionada para conseguir el 
bien, de esos efectos civiles que les corresponde, en relación con los 
hijos, el trabajo personal y los patrimonios de ambos, afrontando el 
riesgo del mal del divorcio que, aunque ficticio, puede producir es-
cándalo, aparte de originar una situación de peligro para el futuro 
de la fidelidad conyugal, siempre debida mientras vivan ambos cón-
yuges; 6) para evitar ese presumible escándalo y asegurarse en lo 
posible del riesgo que deriva de lo voluble de la humana voluntad, y 
del favor que la ley civil concede para optar por un nuevo matrimo-
nio civil, el abogado y el procurador recabarán de los cónyuges, que 
pretenden el divorcio, que se les permita introducir en el escrito de 
demanda alguna expresión que, de algún modo, manifieste la recta 
intención de los litigantes, reconocedores de que están ligados por un 
vínculo indisoluble. 
Es claro que si en el ordenamiento civil existe el instituto de la 
separación de cónyuges, nunca estará justificado que se acuda al di-
vorcio civil pleno o vincular, puesto que los efectos civiles que deri-
ven de la separación canónica podrán conseguirse, si no le son a la 
Iglesia reconocidos por el Estado, a través de la separación civil. Con 
ello se evita el gravísimo peligro de que se intente por cualquiera de 
los cónyuges un futuro matrimonio civil; se evita también el posible 
escándalo; y, por último, queda abierto siempre el camino de la de-
seada reconciliación y de la reanudación de la vida conyugal, que, caso 
de mediar sentencia de divorcio civil, de ordinario les forzaría, para 
regularizar civilmente su nueva situación conyugal, a contraer entre 
ellos un nuevo matrimonio civil, a todas luces improcedente y hasta 
paradójico en su otorgamiento por aquellos que no dejaron nunca de 
estar ligados por un vínculo indisoluble. 
4. A manera de corolario. 
En resumen, como hace notar Mons. Del Amo, «1os abogados y 
procuradores católicos, conscientes de su profesión y de las obliga-
ciones morales suyas y de sus clientes, aconsejarán y dirigirán a 
éstos de modo que en las causas matrimoniales se respete la compe-
tencia de la Iglesia, se observen sus leyes y no se valgan de los tribu-
nales civiles en contra de la indisolubilidad del matrimonio» 119. 
29. L. DEL AMO, Causas matrimoniales, VV.AA., Los Acuerdos entre la Igle-
sia y España, Madrid 1980, p. 383. 
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De todas formas, la separación matrimonial civil sin acudir antes 
a la eclesiástica, en un régimen jurídico separatista, resta e imposibili-
ta de hecho la misión pastoral de la Iglesia. Esta de ordinario se verá 
impedida de acercarse, con su misión pacificadora y sus deseos de re-
conciliación, paz y justicia, a los cónyuges que contrajeron matrimo-
nio y se encuentran con problemas en su vida conyugal No se debe 
renunciar a esta labor pastoral en bien de las almas, de las de los 
cónyuges y sus hijos, en bien de la sociedad en general. La convenien-
cia y la necesidad de acudir a la Iglesia antes que al Estado, en este 
tipo de cuestiones, lo he puesto en anterior ocasión de relieve 30. Lo 
sigo hoy manteniendo, máxime cuando el Código civil reformado 31. 
en su nuevo arto 86, pone todo el énfasis para causar el divorcio en la 
separación de cónyuges. Los Abogados y Procuradores católicos de-
ben estar bien advertidos de ésto porque toda demanda civil de se-
paración lleva, en el vigente sistema jurídico español, ya en germen 
la amenaza del divorcio vincular. Aquí sí que cabe decir sin temor 
que toda demanda de separación es un voluntario indirecto del di-
vorcio civil. Deben, pues, antes cerciorarse, en el ámbito de-la Iglesia 32, 
que en conciencia es legítima la causa de separación que los cónyu-
ges pretenden plantear, para que ésta tenga su plenitud de efectos ci-
viles y pueda ser promovida justamente ante la jurisdicción del Esta-
do. Deben, pues, los abogados y procuradores católicos, en concien-
cia,aconsejar a sus clientes, antes de plantear una demanda civil de 
separación judicial, a que acudan previamente a los órganos com-
petentes de la Iglesia, que le aseguren de la legitimidad moral de 
su conducta. La Iglesia, desde este punto de vista, no puede abste-
nerse de llevar a cabo una tarea en bien de las almas, a la que no le 
cabe renunciar. En las Curias episcopales debe organizarse este ser-
vicio de justicia eminentemente pastoral. 
Los abogados y procuradores, en España, ejercen una profesión li-
beral. Son independientes de cualquier interés que pretendan impo-
nerle una conducta profesional contraria a las exigencias de su pro-
pia conciencia, gozan de la libertad para aceptar o rechazar los asun-
tos litigiosos que sus clientes le ofrezcan para que los traduzcan en 
30. Cfr. C. DE DIEGo-LoRA, Función Pastoral y separación de cónyuges, Ius 
Canonicum, XII, n.O 26 (1973), pp. 259-284. 
31. Ley 30/1981, 7 de julio; B. O. del E., n.O 172, 20.VII.1981, pp. 16457 Y ss. 
32. El Tribunal Constitucional del Estado Español, en sentencia de 26.1.1981, 
dictada en un recurso de amparo, reconoce -no IX- que los casados canóni-
camente puedan «acudir a la Autoridad Eclesiástica para obtener la separa-
ción canónica, sin efectos civiles y sí intraeclesiales» (LA LEY, Madrid, 
Viernes 13.V.1981, n. 16). 
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formal pretensión ante los tribunales de justicia. Ni el afán de ganan-
cia económica, ni el favor o compromiso con el cliente, o el hecho de 
que si él no lo hace otro lo hará, justifican que un abogado o procu-
rador acepte lo que como creyente debe rechazar. 
La prerrogativa de la libertad, enseñaba Paulo VI, es un don espi-
ritual privilegiado, que modela al hombre a imagen de Dios (cfr. Gen. 
2, 26): «el don de la libertad debe emplearse en la búsqueda y en la 
elección del bien, es decir, del deber, mejor -dicho, del amor de Dios, 
que es la suprema y compendiosa ley del Evangelio (Mt. 22, 27-40). La 
libertad debe ser equilibrada por la obligación moral, espontánea, 
pero generosa y totalmente; en caso contrario, se convierte en de-
recho; derecho sólo egoísta y unilateral, con todas las consecuencias 
antisociales que esta exclusividad implica; o bien, degenera en desen-
freno, esclavo del instinto y no ciertamente de un instinto equilibrado 
y en consonancia con la verdadera estructura del hombre». 
El deber -continuaba el Pontífice- entraña «conciencia y respon-
sabilidad». Conciencia que «no se limita a la conciencia psicológica o 
puramente egoísta, sino que se eleva al nivel moral iluminado por 
Dios»; responsabilidad que está bien entendida «si conserva la visión 
integral de los vínculos, ya sean personales, sociales o religiosos». 
y por eso, concluía en la misma ocasión Paulo VI: «Pensamos que 
esta palabra sagrada, llamada deber (. .. ), es una palabra llena de 
fuerza, de honor, de amor, de confianza; palabra que debería gra-
barse, como hicieron los grandes, los héroes y los santos, en el co-
razón del hombre» 33. Permítaseme añadir: en el corazón del profe-
sional del Derecho que ansía vivir su profesión, aunque remunerada, 
como servicio desinteresado y benéfico, por justo, del hombre. 
Carmelo de Diego-Lora 
33. PAULO VI, Alocución, 29.x.1975; Cfr. Insignamenti di Paulo VI, 12 (1975), 
pp. 1193-1195. 
